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Estado de la cuestión

Los estudios, en ciencia política, sobre el juicio político (en adelante JP) a ministros de Estado en Ecuador son mínimos, por no decir inexistentes, siendo abundante la literatura académica sobre el JP a titulares del ejecutivo. 
Pérez Liñan (2008) considera al JP como potencial fuente de inestabilidad; Llanos y Mustapic (2006: 15-17) estiman que el JP está incluido dentro de la noción del “Control Parlamentario” entendido como una pieza central de la arquitectura democrática, que se materializa en la actividad que lleva adelante el legislativo para fiscalizar al ejecutivo y la burocracia con el fin de que sus decisiones no sean desvirtuadas al ser puestas en práctica. Por su parte Verdesoto, (2007b: 78,79) refiriéndose a la responsabilidad en la gestión del presidente de la república, cataloga al JP como un medio de control congresal y afirma que debe reunir condiciones precisas para su ejercicio, es decir que no sea ni tan simple, peor aún complicado ponerlo en marcha; además, manifiesta que la excesiva protección al gabinete ministerial, deviene en mayor inestabilidad presidencial

Contextualización: inestabilidad jurídica y autoridades sujetas a juicio político en Ecuador: 1979-2017.
En general, la dinámica política en el Ecuador, durante el lapso 1979-2007, se ha caracterizado por la inestabilidad de los arreglos jurídico-constitucionales que han normado el juego político, pues aquellos se cambiaron constantemente (Pachano 2007). 
En cuanto al JP,  la constitución de 1979 fue reformada por la función legislativa en 1983, en 1992 y en 1996. Luego, en 1998, la Asamblea Constituyente promulgó una nueva que tuvo vigencia hasta 2008; año en que otra Asamblea Constituyente (reunida en Montecristi), elaboró y promulgó la Constitución vigente actualmente. 

En cuanto a normas infra constitucionales, en relación al JP, tuvo vigencia el Reglamento Interno de la Función Legislativa (RIFL) adaptado del Proyecto de Ley Orgánica de la Función Legislativa que fue aprobado por la Cámara Nacional de Representantes presidida por Asad Bucaram y objetada totalmente por el Ejecutivo en noviembre de 1979. Dicho reglamento tuvo vigencia hasta 1992, cuando se aprobó la Ley Orgánica de la Función Legislativa (LOFL), que a su vez estuvo vigente hasta 2007. Desde julio de 2009 está vigente la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 
	Cuadro1. Normas que han regulado el juicio político en el Ecuador.

	Sub-Período
	Normatividad.

	1979-1998
	Constitución 1979.

Reglamento interno (dictado por Assad Bucaram)

Constitución 1979 reformada en 1983.

Constitución 1979 reformada en 1992.

Ley Orgánica Función Legislativa (desde 1992)

Constitución 1979 reformada en 1996

	1998-2007
	Constitución 1998.

Ley Orgánica Función Legislativa (dictada en 1992)

	2008-2017
	Constitución 2008

Ley Organica Función Legisltiva (dictada en julio de 2009


 Fuente: Elaboración propia.
Desde 1979 a 2017 en el Ecuador se produjo una paulatina ampliación del espectro de autoridades que podían ser sujetas a fiscalización y control político, pues, en un primer momento la función legislativa tuvo facultades de control sólo sobre una parcela de la administración pública; más, luego se ampliaron sus competencias hacia un espacio más amplio del aparato burocrático estatal. 
La Constitución de 1979, de manera genérica, establecía que podían ser sujetos de fiscalización y control político los órganos de la Función Ejecutiva (Art. 59, lit, e) aunque específicamente eran sujetos de JP las siguientes autoridades: Presidente y Vicepresidente de la República; Ministros de Estado; Ministros de la Corte Suprema de Justicia; Ministros del Tribunal Contencioso Administrativo; Ministros del Tribunal Fiscal; Ministros del Tribunal Supremo Electoral y Miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales. 

Con las reformas constitucionales de 1983, se amplió el alcance de la potestad controladora que ejercía el ejecutivo, pues se aumentó el número de autoridades que podían ser sujetos de JP. De manera genérica se estableció que podían ser sujetos de fiscalización y control la Función Ejecutiva y demás órganos del Poder Público (Art. 59 lit,  e)
.

Además de las autoridades antes mencionadas, podían ser enjuiciados las siguientes: Contralor General, Procurador General, el Ministro Fiscal General, Superintendentes de Bancos y de Compañías. Luego, con las reformas constitucionales efectuadas en 1992 se eliminó a los Ministros del Tribunal Contencioso Administrativo y del Tribunal Fiscal como sujetos de JP y se estableció como tales a los Miembros del Consejo Nacional de la Judicatura
. Con las reformas implementadas en 1996 se estableció como nuevo sujeto de JP al Defensor del Pueblo. 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1998 se particularizó la noción de control y fiscalización permitiendo que el legislativo podía fiscalice y controle políticamente a la Función Ejecutiva, el Tribunal Supremo Electoral, pudiendo además solicitar a los funcionarios públicos las informaciones que considere necesarias (Art. 130, num.8) En ese contexto, se mantuvo como sujetos de JP a las autoridades mencionadas arriba, aunque en el caso de los superintendentes no se especificó cuáles, por lo que se entendía que podían ser sujetos de enjuiciamientos no sólo los superintendentes de bancos y compañías como se establecía expresamente en las normativas constitucionales anteriores, sino otros que ocupen este tipo de cargos.

La constitución de 2008 estableció como sujeto de JP a las siguientes autoridades: Ministros  de  Estado,  Procurador  General  del  Estado,  Contralor  General  del  Estado,  Fiscal  General  del  Estado, Defensor  del  Pueblo,  Defensor  Público  General,  Superintendentes,  Miembros  del Consejo  Nacional  Electoral,  Miembros del Tribunal  Contencioso  Electoral,  Miembros Consejo  de  la  Judicatura;  y, Miembros  Consejo  de Participación Ciudadana y Control Social.
	Cuadro 1. Comparativo autoridades sujetas a juicio político.

	
	Constitución 1979 
	Constitución reforma 1983
	Constitución reforma 1992
	Constitución reforma1996
	Constitución 1998
	Constitución 2008

	Sujetos de juicio político
	Presidente. Vicepresidente.

Ministros Estado. Ministros Corte Suprema de Justicia (CSJ).

Ministros Tribunal Contencioso Administrativo (TCA).

Ministros Tribunal Fiscal(TF). Ministros Tribunal Supremo Electoral(TSE)  Miembros Tribunal Garantías Constitucionales(TGC).

(Ver:Art. 59 literal f)
	Presidente Vicepresidente Ministros Estado.

Ministros CSJ. Ministros TCA.

Ministros TF. Miembros TGC  Miembros TSE

Contralor General.

Procurador

General. Ministro Fiscal General. Superintendente Bancos. Superintendente Compañías. (Ver: Art. 59 literal f)
	Presidente Vicepresidente. Ministros Estado Magistrados CSJ, Miembros Consejo Nacional de la Judicatura (CNJ), Miembros TGC.

Miembros TSE. Contralor General. Procurador General.

Ministro Fiscal General. Superintendente Bancos.

Superintendente Compañías (Ver: Art. 59 literal d)
	Presidente. Vicepresidente. Ministros Estado. Magistrados CSJ.

Miembros CNJ.

Miembros  Tribunal Constitucional (TC).

Miembros TSE. 

Contralor General. Procurador General. Ministro Fiscal General 

Defensor del Pueblo. Superintendente Bancos.

Superintendente Compañías (Ver: Art. 82.-  f)
	Presidente 

Vicepresidente. 

Ministros Estado.

Contralor General. Procurador Estado.

Defensor  Pueblo.

Ministro Fiscal General.

Superintendentes.

Vocales TC. 
Vocales TSE. (Ver: Art. 130, 9)
	Presidente

Vicepresidente

Ministros  d Estado,  Procurador  General  del  Estado,  Contralor  General  del  Estado,  Fiscal  General  del  Estado, 
Defensor  del  Pueblo,  Defensor  Público  General,  Superintendentes,  Miembros  del Consejo  Nacional  Electoral,  
Miembros del Tribunal  Contencioso  Electoral, 
 Miembros Consejo  de  la  Judicatura;

Miembros  Consejo  de Participación Ciudadana y Control Social (Ver Art. 131)

	Momento
	No se especifica
	Durante ejercicio funciones y hasta un año después de terminadas 
	Durante ejercicio funciones  y hasta un año después de terminadas. 
	Durante ejercicio funciones y hasta un año después de terminadas. 
	Durante ejercicio funciones y hasta un año después de terminadas 
	Durante el ejercicio de su cargo y hasta un año después de terminado

	Causas
	 Infracciones cometidas en ejercicio funciones oficiales.
	Por infracciones cometidas en el desempeño de sus cargos.
	Por infracciones cometidas en el desempeño de sus cargos.
	Por infracciones cometidas en el desempeño de sus cargos.
	Infracciones constitucionales o legales, cometidas en desempeño cargo.
	Por  incumplimiento  de  las  funciones  que  les  asignan  la

Constitución  y  la  ley

	Efecto
	Destitución en el caso de declaración de culpabilidad. 

	Destitución e inhabilidad para desempeñar cargos públicos durante el mismo período.


	Destitución e inhabilidad para desempeñar cargos públicos durante el mismo período. 
	Destitución e inhabilidad para desempeñar cargos públicos. La inhabilidad no podrá ser inferior a un año.
	Destitución, salvo en el caso de los ministros de estado, cuya permanencia corresponderá decidir al Presidente de la República.
	Inmediata  destitución  de  la  autoridad.  



Fuente: Elaboración propia
Desde una perspectiva maximalista es decir de amplio alcance (sobre un mayor número de autoridades) el JP es un medio de control hacia los altos estamentos de la burocracia estatal, y permite que determinados funcionarios de los poderes tanto ejecutivo como judicial, así como, de otros órganos estatales, puedan ser cesados de sus cargos por parte de la Función Legislativa. 

Desde una perspectiva minimalista, es decir de mínimo alcance (sobre un menor número de autoridades) el JP es un medio de control político del 1egislativo hacia el ejecutivo permitiendo que funcionarios de esta función, sean estos de elección popular (Presidente y Vicepresidente de la República) así como, por designación o nominación (ministros de Estado) puedan ser removidos de sus cargos, por parte de la función legislativa.
A continuación una clasificación de las autoridades sujetas a JP: 
	Cuadro 2. Tipos de autoridades sujetas a juicio político: 1979-2017.

	Autoridades pertenecientes al ejecutivo.
	a) Presidente de la República;

b)Vicepresidente de la República;

c) Ministros de Estado

	Autoridades con potestades jurisdiccionales

	a) Ministros Corte Suprema Justicia; 

b) Ministros Tribunal Contencioso Administrativo; 

c) Ministros Tribunal Fiscal; 

d) Ministros Tribunal Supremo Electoral; 

e) Miembros Tribunal de Garantías Constitucionales (luego Tribunal Constitucional); 

f) Ministro Fiscal General; 

j) Miembros Consejo Nacional Judicatura

	Autoridades con potestades de control
	a) Contralor General; 

b) Procurador General; Superintendentes;

c) Defensor del Pueblo.


Fuente: Elaboración propia.
1. Juicio político a ministros del presidente: control político del legislativo hacia el ejecutivo.
“Las instituciones son las reglas del juego en una sociedad, o más formalmente, son las limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interacción humana. Por consiguiente, estructuran incentivos en el intercambio humano, sea político, social o económico” (North, 1993: 13).

Las instituciones  “[…] incluyen todo tipo de limitación que los humanos crean para dar forma a la interacción humana” y pueden ser formales e informales (North, 1993: 14)

El JP a ministros del presidente es una institución formal perteneciente al sistema de gobierno presidencialista por medio del cual, la función legislativa (órgano eminentemente político) ejerce una potestad, que le permite radicar y exigir responsabilidad política a servidores públicos de alta jerarquía (ministros de Estado, por ejemplo)  por la comisión de faltas de carácter político, que en el evento de ser comprobadas, podría implicar la remoción o inhabilitación en el ejercicio del cargo de las autoridades acusadas.
Por lo tanto (siguiendo a North y sus conceptos sobre las instituciones) el JP a ministros del presidente es una institución inserta en un entramado normativo complejo compuesto por reglas que organizan la interacción entre las funciones ejecutiva y legislativa, cuando se activan los dispositivos del control político y la rendición de cuentas
.
En regímenes políticos presidencialistas, el JP permite al legislativo controlar políticamente y pedir que rindan cuentas a diferentes autoridades que formen parte de las diferentes funciones del Estado y del entramado burocrático en general
. 
 En ese contexto, si el legislativo controla políticamente al ejecutivo, específicamente a los ministros del presidente, éstos rinden cuentas ante aquellos, quienes son los representantes políticos del soberano: el pueblo.

La relación entre el ejecutivo y el legislativo, en cuando al control político y la rendición de cuentas, es de carácter horizontal, pues se produce entre funciones, ‘teóricamente’, de igual jerarquía. De esta forma, el JP es una institución típica de la democracia representativa, pues es el legislativo (representante de la voluntad soberana) el que ‘a nombre de sus representados’ controla políticamente a autoridades de otras funciones del Estado.
En el caso de las relaciones ejecutivo-legislativa, la cuestión se complejiza si se considera que en los regímenes presidenciales cohabita una legitimidad democrática dual, pues, las autoridades de ambos poderes son electas por el voto de la ciudadanía. 
Este es un problema palpable en las relaciones directas entre legisladores y titular del ejecutivo, es de menor intensidad si la relación se establece entre legisladores y ministros de Estado, pues éstos no son electos por votación popular, sino son designados por el presidente. En cualquier caso, un JP a un ministro de Estado implica un cuestionamiento no sólo a la autoridad como tal, sino además a aquella que la designó, esto es, el presidente de la república.
Al parecer existe acuerdo en concebir a los enfrentamientos entre los poderes ejecutivo y legislativo como característica de los regímenes presidenciales cuando se sostiene que: “el conflicto entre el Congreso y el presidente es natural y de hecho, esencial bajo el sistema constitucional de separación de poderes […].” (Thurber 1995, p. 13)
Además se sostiene que en los regímenes presidencialistas son potenciales fuentes de inestabilidad aquellos escenarios en los cuales: a) el presidente amenaza con desconocer la legitimidad del congreso b) el congreso amenaza con destituir al presidente, c) alguno de los dos poderes apoya una intervención militar en contra del otro (Pérez Liñan 2008)
El conflicto entre funciones ejecutiva y legislativa en los regímenes presidenciales ha dado paso a que se sustente el argumento, según el cual los regímenes parlamentarios son superiores frente a los presidencialismos latinoamericanos (Linz, 1994), además ha incentivado a que se realicen distinciones sobre los arreglos institucionales presentes dentro del género del presidencialismo (Mainwaring y Shugart, 2002; Burbano de Lara y Rowland García 1998) aunque siempre poniendo énfasis en el supuesto de que el conflicto entre funciones constituye fuente de inestabilidad del presidencialismo, cuestión que se explicaría por la existencia de dos poderes (ejecutivo-legislativo) electos mediante voto en las urnas y por lo tanto, con fuente de legitimidad electoral propia. En todo caso, autores como Lanzaro (2001) por el contrario, observan determinadas ventajas que tiene el presidencialismo y sus tipos

La amenaza del Congreso con destituir al presidente, tiene como cause formal al JP, pues es el único medio que permite la salida institucional del titular del ejecutivo por voluntad del legislativo. 
Los titulares del ejecutivo (sujetos de fiscalización y control político), es decir Presidente y Vicepresidente de la República fundan su poder en la voluntad popular o ciudadana manifestada en procesos de elecciones libres y limpias. Por su parte, los ministros de Estado ejercen un poder derivado de la voluntad de aquellos (Presidente o Vicepresidente) quienes los designan como tales.
 
Los miembros del legislativo (sujetos fiscalizadores) fundan su poder en la voluntad ciudadana manifestada en las urnas; y, en virtud del principio republicano de checks and balances, ejercen control político sobre los miembros del ejecutivo
. 
Según, Burbano y Rowland el JP en el Ecuador, por lo menos desde 1979 hasta 1997,  “ha sido una arma utilizada constantemente por la oposición en contra del gabinete ministerial pues en el Ecuador el Congreso es el lugar desde donde se hace oposición al Ejecutivo si se ha de esperar algún éxito electoral” (1998: 105-109). Dinámica similar se repite en el lapso 1998-2007, donde el JP ha sido de instrumento de maximización de intereses y de inevitable ejercicio, pues por lo general, todas las fuerzas políticas han tratado de evidenciar distancias hacia el régimen de turno planteando en su contra dicho mecanismo.

Por su parte, el manejo instrumental del JP, quizás tiene que ver con la cultura política que se practica en el Ecuador, donde los principios ideológicos y programáticos son puestos en segundo plano y las decisiones y acciones se toman de manera estratégica en virtud de las conveniencias del momento, la “ambigüedad de la noción representante” y los problemas que esto implica. (F. Bustamante, 2003, p. 364 y ss.) 

Sobre el JP Burbano de Lara y Rowland manifiestan que:

Los comportamientos de los partidos frente a los juicios políticos harían pensar que las distancias ideológicas se borran con demasiada facilidad. Así, las distancias políticas no hay que verlas desde el punto de vista de la racionalidad de las ideologías, sino desde la existencia de “culturas políticas”, formas de “hacer política” propias a cada partido político. Hay éticas y morales propias y modos específicos de construir una relación política con mecanismos internos de legitimación y sustento. Existen culturas políticas que basan la relación política en “pactos” de naturaleza distinta. (1998: 109).
Dicha cultura y forma de hacer política en el Ecuador se ha expresado en la confusión de lo que es oposición política frente a confrontación política, pues una oposición no implica necesariamente la pugna entre sectores políticos, sino disenso y deliberación constructiva, en cambio a través de un JP, se ha potenciado dinámicas de enfrentamiento y la instrumentalizado el aparato institucional, en la defensa de intereses individuales.

El sistema de separación de poderes posibilita que diversas fuerzas políticas accedan a espacios de poder institucional que instrumentalizados podrían ejercer presión sobre otros ámbitos institucionales. El JP precisamente es un mecanismo institucional al que tienen acceso para ejercerlo los legisladores y podrían instrumentalizarlo, así como darle un uso correcto.
De esta manera, como se observara más adelante, un JP no necesariamente estuvo inspirado en la necesidad de fiscalización y control, sino era un medio eficaz por el cual un sector político expresaba su desacuerdo con las autoridades del ejecutivo y trataba de mostrarse ante el electorado como políticamente desconectado del gobierno, generalmente desgastado, de turno.
4.4 El juicio político a miembros de la función ejecutiva en el Ecuador: los ministros de Estado 1979-2007.
Entre 1979 y 2017, en Ecuador,  el Presidente y Vicepresidente de la República, así como, los ministros de Estado podían ser sujetos de JP por parte de la función legislativa. 

Los titulares del ejecutivo fundan su poder en la voluntad popular o ciudadana manifestada en procesos de elecciones libres y limpias. Por su parte, los ministros de Estado ejercen un poder derivado de la voluntad de aquellos (Presidente o Vicepresidente) quienes los designan como tales.  En el Ecuador, el control político desde el legislativo hacia el ejecutivo ha sido controversial. En cuanto al JP se deben diferencias dos grandes momentos: 

a) Un elevado número de JP desde 1979 hasta 2007.

b) La disminución del JP desde 2008 hasta 2017

La dinámica política desde 1979 hasta 2007 se caracterizó por la confrontación o ‘pugna’ entre las funciones ejecutiva y legislativa, siendo el JP a ministros de Estado uno de los canales por los que se expresó dicha pugna; sin embargo desde 2008 hasta 2017 las relaciones entre el ejecutivo y el legislativo fueron relativamente pacíficos y el JP perdió protagonismo.
Ente 1979 y 2007, los actores políticos en el legislativo otorgaron una atención tan elevada a la institución del JP contra ministros de Estado, que lo sometieron a una práctica rutinaria, de uso exacerbado. Si se compara el número de ocasiones en que ministros del presidente fueron amenazados o sujetos de JP, frente al número de ocasiones en que cualquier otra autoridad ha sido amenazada o sujeta a JP, se evidencia claramente que los actores políticos legislativos, concibieron a la función ejecutiva (en persona de sus ministros) como el objetivo ‘natural’ y obvio a fiscalizar (comparar anexo 1 con anexo 2)
.

Entre 1979 y 2007, en el Ecuador operó imaginario según el cual, enjuiciar políticamente o censurar a ministros fuertes constituye un peldaño para subir al Palacio de Gobierno  o por lo menos para alcanzar posiciones protagónicas en el escenario político (ver Verdugo 2009), se explica como el JP devino en un mecanismo eficaz para viabilizar la oposición en el Congreso; pues el desacuerdo entre fuerzas políticas no sólo se expresaba en el nivel de la deliberación en el pleno del legislativo o dentro de sus comisiones, sino además a través del ejercicio del JP, por medio del cual, se hacía publica la dicha posición ante los electores.

La instrumentalización del JP resultó en que se transforme de medio de fiscalización, en mecanismo de desestabilización política que potenciaba la tradicional debilidad de los “poderes partidarios del ejecutivo” (Mainwaring y Scully, 1995) pues activaba negociaciones dentro de la función legislativa con el fin de lograr mayorías  ya sea para censurar o absolver al ministro respectivo, contexto en el cual, el ejecutivo en comúnmente ocupó una posición desfavorable al no contar con bloques de legisladores lo suficientemente fuertes como para poder solucionar dichos problemas con recursos de poder intra legislativos, siéndole necesario poner en juego recursos de poder extra congreso (recursos económicos, cargos públicos, cuotas de poder etc) para lograr su cometido.
El contexto del legislativo en los juicios políticos a ministros de Estado en el Ecuador 1979-2017
Las razones por las cuales hubo una gran activación de JP entre 1979 y 2007 y una disminución entre 2008 y 2017 se deben a que en el primer lapso, operaron partidos débiles; y, hubo multipartidismo exacerbado con legisladores fuertes; mientras que en el segundo lapso, operó un partido fuerte, el multipartidismo descendió y los legisladores perdieron protagonismo individual.
El sistema de partidos ecuatoriano se ha caracterizado por ser: a) “un pluralismo” polarizado (Sartori) y b) por carecer de institucionalización (Mainwaring y Scully)
. Por su parte, Pachano (2007:135,136) hace énfasis en las deficiencias de los partidos políticos ecuatorianos considerando que han sufrido de una institucionalidad incoherente, de dispersión y fragmentación 

Entre 1979 y 2007, los JP no fueron patrocinados por partidos políticos con el fin de controlar y lograr rectificaciones en la política pública impulsada por el ejecutivo (a través de sus ministros), sino fueron ejecutados por actores políticos individuales (legisladores) que en nombre del control y la fiscalización reprodujeron el tradicional caciquismo y personalismo que ha caracterizado a la política ecuatoriana, utilizando al JP como medio que eleva su poder de negociación ante el ejecutivo, que al tratar de evitar crisis de gabinete, se ubicó en una posición desfavorable al momento de  establecer acuerdos
.
Entre 2008 y 2017, los legisladores perdieron protagonismo individual, pues para activar JP tenían que contar o formar parte de un partido político mayoritario, que en este caso estaba dominado por el Presidente de la República.

Características del ejecutivo en los juicios políticos a ministros de Estado en el Ecuador 1979-2017: 
Los regímenes presidencialistas, son aptos para que se produzca la personalización del ejecutivo, por el simple hecho de que el Presidente es legitimario directo de la voluntad ciudadana expresada en votos. 

En el Ecuador durante el lapso 1979-2017 el ejecutivo ha sido eminentemente personalista, en tal forma, que quienes ocuparon la Presidencia de la República (por lo menos aquellos electos por votación ciudadana) tienen hasta la actualidad relevancia política, a pesar que los partidos con los que alcanzaron la dicho cargo no lo han logrado nuevamente, con excepción de Alianza País, movimiento político que estuvo liderado por Rafael Correa Delgado
Entre 1979 y 2007 ejercieron el poder en el Ecuador ejecutivos personalistas sin apoyo en el Congreso. Entre 2008 y 2017 el presidente se fortaleció aún más; y, además, logró mayoría en el legislativo.
Durante el período 1979-2007, los diferentes gobiernos, por regla general no contaron con un bloque mayoritario en el Congreso, a excepción del binomio Roldós-Hurtado (mayoría que se perdió rápidamente) y del binomio Borja-Parodi (durante los primeros dos años de su mandato), en definitiva, la regla fue el gobierno dividido y la excepción el gobierno unificado
Durante el período 2008-2017, el gobierno contó con bloques mayoritarios en el legislativo (Asamblea Nacional) por lo tanto, operó un gobierno unificado

Durante el lapso 1979-2007, la debilidad del ejecutivo en el legislativo, colocó en situación de desprotección no sólo a los titulares de ésta función, sino a los ministros que componen su gabinete, quienes se convirtieron en el ‘objetivo’ de un legislativo que jugo al papel de oposición, bajo la premisa de poseer legitimidad de origen propia al ser elegidos por la ciudadanía mediante procesos electorales
.
Durante el lapso 2008-2017, la fortaleza del ejecutivo en el legislativo, colocó en situación de sobre protección no sólo a los titulares de ésta función, sino a los ministros que formaron parte de su gabinete, quienes dejaron de ser el ‘objetivo’ de un legislativo ya no jugaba el rol de oposición.
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Anexos

Anexo 1. Juicios políticos a ministros 1979-2007.
	Gobierno Roldós-Hurtado - Hurtado-Roldós 1979-1984

	Ministro
	Ministerio
	Mes

Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos varios

	Carlos Feraud Blum
	Gobierno
	Jun.1980
	Absuelto
	León Febres Cordero 
	

	César Robalino Gonzaga 
	Finanzas
	
	Amenaza
	Blasco Peñaherrera
	

	Miguel Coello
	Salud
	
	Amenaza
	Blasco Peñaherrera
	

	Fco. Saa Chacón
	Obras Públicas
	Sept.1980
	
	
	Se acepta informe. Saá Chacón organizó  el PCD. Saá argumentó una quebrantada salud para su renuncia, a los pocos días de haberse anunciado su interpelación política en la Cámara de Representantes (Vistazo, ed. 337,  septiembre 18 de 1981: 4).

	Alfredo Mancero 
	Bienestar Social
	Oct. 1980
	Archivado

	Otto Arosemena Gómez
	

	Rodrigo Paz
	Finanzas
	Sept.1980
	Absuelto
	León Febres Cordero
	

	Galo García Feraud
	Educación
	Ags.1981
	Archivado 
	Pepe Miguel Mosquera (CFP)
	

	Alfredo Mancero 
	Bienestar Social
	Agst. 1981
	Archivado
	
	

	Carlos Feraud Blum
	Gobierno
	Sept.1981
	Censurado
	León Febres Cordero (PSC), Franklin Moreno Quezada (CID)
	

	Eduardo Ortega
	Energía
	Sept.1982
	Censurado
	León Febres Cordero (PSC), Hugo Caicedo (ID)
	

	José Morillo
	Finanzas
	
	Censurado
	
	

	Carlos Vallejo
	Agricultura
	Sept.1982
	Absuelto
	
	Vallejo y Alcívar enfrentaron en conjunto el JP como ministros del Frente Económico.

	Orlando Alcívar
	Industrias
	Sept.1982
	Absuelto
	
	

	Edwin Ripalda
	Obras Públicas
	Oct. 1983
	Archivado
	
	

	Gobierno Febres Cordero 1984-1988

	Ministro
	Ministerio
	Mes

Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos varios

	Luis Robles 
	Gobierno
	Sept. 1985
	Absuelto
	
	

	Francisco Swett
	Finanzas
	Sept .1985
	Absuelto
	
	

	Javier Espinosa
	Energía
	Oct .1985
	Absuelto
	
	

	Jorge Bracho
	Salud
	Jul. 1986
	Amenaza
	
	

	Alberto Dahik
	Finanzas
	Sept.1986
	Censurado
	
	

	Ernesto Velásquez Baquerizo
	Bienestar Social
	Mar. 1987
	
	Ítalo Ordóñez (ID)
	Ordóñez presentó dos preguntas para que sean respondidas por el Ministro. El motivo de juicio político al parecer tuvo relación con presuntas irregularidades en que habría incurrido el ministro en la adquisición de 350 recolectores de basura (Vistazo, ed. 469, marzo 13 de 1987: 6).

	Javier Espinos
	Energía
	Agst.1987
	Censurado
	
	

	Luis Robles 
	Gobierno
	Sept. 1987
	Censurado
	Osvaldo Lucero (PRE), Wilfredo Lucero (DP), René Maugé (FADI), Patricio Romero (ID), Ernesto Álvarez (MPD)
	

	Rodrigo Borja 1988-1992

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante

	Diego Tamariz 
	Energía
	Sept.1988
	Absuelto
	Alberto Dahik (PCE); Rafael Santelices y Juan Carlos Camacho (CFP); Juan Cárdenas y César Tinajero (MPD); y Francisco Carrasco (PSE)

	Medardo Salazar
	Ex Defensa
	Oct.1988
	Censurado
	Víctor Granda (PSE), René Maugé (FADI), 

	Diego Tamariz 
	Energía
	 Sept.1989
	Absuelto
	Rafael Santelices (CFP); Juan Cárdenas (MPD) y Edith González (PRE)

	Andrés Vallejo
	Gobierno
	Ago.1989
	Absuelto
	Jacobo Bucaram (PRE); Juan Cárdenas y César Tinajero (MPD); Averroes Bucaram (CFP) y Hernán Ribadeneira (PSE)

	Juan Neira
	Obras Públicas
	Sept.1989
	Absuelto
	Víctor Granda y Hernán Ribadeneira, (PSE); Camilo Ponce (PSC); Juan Cárdenas y César Tinajero (MPD); Cecilia Calderón (FRA) y Rafael Santelices, (CFP) 

	Alfredo Vera
	Educación
	Sept.1989
	Absuelto.
	Marco Proaño Maya, Alberto Dahik (PC)

	Mario Jalil
	Agricultura
	Ago.1990
	Censurado
	Jaime Nebot (PSC), Fernando Larrea (PRE), Víctor Granda (PSE), Alberto Dahik (PC), Alfredo Serrano (DP), y Ricardo Bowen (PL) 

	Juan Neira
	Obras Públicas
	Oct.1990
	Censurado
	Jamil Mahuad (DP), Jaime Nebot (PSC), Victor Granda (PSE), Jorge Bustamante (PRE), Eduardo Vayas (CFP), Roberto de la Torre (FADI)

	Andrés Vallejo
	Ex Gobierno
	Oct. 1990
	Censurado
	Diego Delgado (PSE), Jaime Nebot (PSC), Osvaldo Lucero (PRE) y Carlos Ortiz (MPD).

	Jorge Gallardo
	Finanzas
	Oct. 1990
	Amenazado
	Guillén

	Diego Tamariz
	Energía
	Mar 1991
	Censurado
	Alberto Dahik (PCE), Raúl Patiño (PSE), Ponce (PSC), Abad (DP), Bucaram (PRE) Ortiz (MPD)

	Jorge Gallardo
	Ex Finanzas
	Mar 1991
	Censurado
	Manuel Salgado Tamayo (PSE) 

	Alfredo Vera
	Educación
	Jun.1991
	Censurado
	Jaime Nebot (PSC),Segundo Serrano (PSE), Alberto Dahik (PCE), Edison Camino (PCE), Carlos Ortiz (MPD), William Rivadeneira (DP)

	Oscar Garzón

	Energía
	Nov.1991
	Censurado
	

	Durán Ballén1992-1996

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos Varios

	Andrés Barreiro
	Energía
	Febr.1993
	Absuelto
	Juan José Castelló (MPD) y Andrés Vallejo, (ID) 
	

	Pablo Better
	Ex Finanzas
	Febr.1993
	Censurado
	Bruno Frixone (FRA)
	

	Mariana Argudo
	Bienestar Social
	Jun.1993
	Archivado
	Ma. Eugenia Lima (MPD)
	

	Mario Ribadeneira
	Finanzas
	Jun. 1993
	Archivado
	Fernando Rosero (PRE)
	

	Mauricio Pinto
	Industrias
	Jun.1993
	Archivado.
	Samuel Belletini (PL);  Mauricio Larrea (ID)
	

	Pablo Baquerizo Nazur
	Energía
	Jun.1993
	Amenaza
	Fernando Rosero, (PRE) y Juan Tama (PSC).
	

	Marcelo Santos
	Gobierno
	Sept.1993
	Amenaza
	Diputados MPD
	

	Carlos Vera
	Turismo
	Sept.1993
	Amenaza
	Gabriel Saud (PSC)
	Falta promoción turismo en Esmeraldas

	Monserrat Butiñá
	Bienestar Social
	Dic.1993
	Archivado
	Ma. Eugenia Lima (MPD)
	Acusada de nepotismo

	Eduardo Peña

	Educación
	Dic.1993
	Amenaza
	Juan José Castelló.
	Problemas con el magisterio quienes tenían aspiraciones salariales.

	Cesar Robalino
	Finanzas
	Sept.1993
	Amenaza
	Diputados independientes
	

	Roberto Dunn 
	Ex Gobierno
	
	Amenaza
	
	

	Pedro López
	Obras Públicas
	Feb.1994
	
	Ricardo Noboa (PSC)
	

	Eduardo Peña.
	Ex Educación
	Feb.1994
	
	
	

	Cesar Robalino
	Ex Finanzas
	Sept.1994
	Censurado
	Simón Bustamante (PSC), Antonio del Pozo (MPD) e Ítalo Ordóñez (ID)
	

	Diego Paredes 
	Rel. Exteriores
	Sept.1994
	Censurado
	Mauricio Gándara (ex PUR) y Rafael Cuesta (PSC).
	

	Francisco Acosta 
	Energía
	Oct. 1994
	Censurado
	Luis Almeida (desaf), Pedro Lino Sánchez (MPD), Diego Delgado (PSE)
	

	Francisco Pareja
	Energía
	May.1995
	Archivado
	Luis Almeida
	Actos dolosos, ilegales y arbitrarios encompras de combustibles a Venezuela.

	Modesto Correa
	Finanzas
	Abril.1995
	Amenaza
	Diego Delgado (PSE)
	

	Abraham Romero
	Gobierno
	Abril.1995
	Amenaza
	
	

	Mauricio Pinto
	Finanzas
	Sept.1995
	Censurado
	Oscar Célleri (PRE) y Antonio Posso (MPD)
	

	Iván Andrade
	Finanzas
	Febr.1995
	Archivado
	Oscar Célleri (PRE)
	Proteger empresa evasora impuestos

	Patricio Abad
	Salud
	Oct.1995
	Archivado
	
	

	Galo Abril
	Energía
	Nov.1995
	Amenaza
	
	Crisis energética en el país.

	Vicente Maldonado
	Industrias
	Dic.1995
	Archivado
	Luis Almeida (ind)
	Tramitar partidas Presid. República

	Abdalá Bucaram 1996-1997

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelantes
	Datos varios

	Sandra Correa
	Educación
	Nov.1996
	Archivado
	
	

	Alfredo Adum
	Energía
	Nov.1996
	Amenaza
	
	

	Fabián Alarcón 1997-1998

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelantes

	Juana Vallejo
	Turismo
	Sept.1997
	Amenaza
	Hoover Encalada; Alfredo Serrano (PSC)

	Gonzalo Baquero
	Bienestar Social
	Sept.1997
	Amenaza
	Raúl Tello (MPD)

	Homero Torres
	Obras Públicas
	Sept.1997
	Amenaza
	Jorge Montero (CFP)

	Homero Torres
	Obras Públicas
	Ene.1997
	
	Juan José Illingworth

	Raúl Baca 
	Energía
	Ene. 1998

	Censurado
	Jaime Coello (PRE)Gilberto Vaca (PSC) y Gustavo Terán (MPD).

	Flor Ma. Valverde
	Med.Ambiente
	Febr.1998
	Archivado
	Raúl Tello

	Asdrúbal de  La Torre
	Salud
	Mar.1998
	Archivado
	Juan José Illingworth

	Jamil Mahuad 1998-2000

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos varios

	José Ayala Lasso
	Rel. Exteriores
	Oct.1998
	Amenaza
	Jorge Marún (PRE)
	Cuestiones relacionadas con la firma del acuerdo de paz con el Perú.

	Patricio Ribadeneira
	Energía
	Ene. 1999
	
	Alejandro Aguayo (DP), Juan Manuel Fuertes (DP) y Káiser Arévalo (Pkt)
	Negligencia en su cargo y haber utilizado una avioneta de Petroecuador para  un vuelo familiar a Salinas.

	Emilio Gallardo
	Agricultura
	May.1999
	Amenaza
	Hugo Quevedo
	

	Raúl Samaniego
	Obras Públicas
	Jun.1999 
	Absuelto
	Vicente Estrada (PRE)
	

	Ana Lucia Armijos
	Economía
	Jul.1999
	Censurada
	Víctor Hugo Sicouret (PRE) Alfredo Serrano (PSC), Antonio Posso (Pk), Francisco Celi (MPD) y Jorge Montero (CFP)
	

	Gustavo Noboa  2000-2003

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos varios

	Pablo Terán
	Energía
	10/03/2000
	
	Henry llanes, Victor H. Sicouret, Antonio Posso
	

	Pablo Terán
	Energía
	Ene.2001
	Absuelto
	Victor Hugo Sicouret (PRE)
	Acusaciones relacionadas con la construcción del oleoducto de crudos pesados (OCP) y la concesión de la presa Mazar. El PSC, DP y el Movimiento de Integración Nacional (MIN) salvaron de la censura al ministro en el JP planteado por la ID, PK y PRE.

	Ana Lucia Armijos
	Ex Economía
	Ene.2001
	Amenaza?
	Dalton Bacigalupo, Napoleón Gómez.
	

	Juan Manrique
	Ex Gobierno
	Ago.2001
	Archivado
	José Alvear (PSC)
	Acusado de infracciones constitucionales y legales; represión policial

	Pablo Terán,
	Energía
	Febr.2002
	Archivado
	
	

	Heinz  Moeller
	Rel. Exteriores
	Jun.2002
	Archivado
	John Argudo (ID)  
	

	Pablo Terán
	Energía
	Jul.2002
	Archivado
	Alejandro Aguayo (Ind); René Maugé (ID)
	Violaciones constitucionales

	José Macchiavello
	Obras Públicas
	Ago.2002
	
	Kayser Arevalo
	

	Estuardo Peñaherrera
	Obras Públicas
	Nov 2004
	Archivado
	Diego Monsalve (ID) y Galo Ordóñez (PSC), Soledad Aguirre (DP)
	Negligencia en la rehabilitación del anillo vial del Austro.

	Lucio Gutiérrez 2003-2005

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos varios

	Mario Canessa
	Gobierno
	Abril 2003
	Amenaza
	
	Por supuestamente infringir el Código de Ejecución de Penas.

	Mauricio Pozo.
	Economía
	Feb.2003
	Amenaza
	Luis Villacís (MPD)
	

	Patricio Zuquilanda
	Rel. Exteriores
	Nov.2003
	Amenaza
	Antonio Posso (PK)
	Alcance del convenio suscrito con el Comando Sur de los EE.UU

	Patricio Ortiz.
	Ex Bien. Social
	Oct.2003
	Archivado
	Vicente Taiano (PRIAN)
	Contratar con sobreprecio la compra de vituallas para los afectados por el volcán Tungurahua.

	Heinz Moeller
	Ex. Rel.Exteriores
	Ene. 2004
	Archivado
	
	

	Sergio Seminario
	Ex Agricultura
	Febr.2004
	Censurado
	Jorge Sánchez (ID)
	

	Carlos Arboleda
	Ex Energía
	May.2004
	Amenaza
	Mario Touma (PRE), Luis Villacís (MPD), Julio González (PK)
	Supuesta violación constitucional en la concesión de las reservas petroleras, responsabilidad en el robo de combustibles y violación de procedimientos en la consecución de títulos mineros en las provincias de El Oro, Zamora Chinchipe y Pichincha.

	José Macchiavello
	Ex Obras Públicas
	Feb.2004
	Censurado
	
	

	Mauricio Pozo.
	Economía
	May.2004
	Archivado
	
	

	MauricioYépez 
	Economía
	Jun.2004
	Amenaza
	Segundo Serrano (PSE)
	Por ocupar diversos cargos públicos, cada uno de los cuales le producen una remuneración.

	Antonio Vargas
	Bienestar Social
	Sept.2004
	Censurado
	Guadalupe Larriva (PSE) y Rodrigo García (PK),Ana Lucia Cevallos (ID) Magdalena Chauvet, Javier Cajilema
	Peculado por la presunta utilización indebida de fondos públicos, atentar contra la niñez desprotegida del país al menoscabar el Fondo de Desarrollo Infantil, así como por múltiples irregularidades administrativas.

	Patricio Zuquilanda


	Ex Rel. Exteriores
	Jun..2005
	Amenaza
	Guillermo Haro (ID)
	Presunto tráfico de visas. Hundimiento de embarcaciones pesqueras nacionales, por parte de las Fuerzas Armadas norteamericanos

	Alfredo Palacio 2005-2007

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos varios

	Mauricio Gándara
	Gobierno
	Sept.2005
	Amenaza
	Marco Morillo (ID) Roberto Rodríguez (PRE) Luis Villacís (MPD), Julio González (PK) y Gonzalo Aguilar (PSE)
	

	Patricio Zuquilanda
	Ex Rel. Exteriores
	Ago.2005
	Censurado
	Miguel López (PK); Enrique Ayala, Guadalupe Larriva, Gonzalo Aguilar (PSE)
	Fumigaciones frontera norte; hundimiento barcos; 67 votos por la censura

	Iván Rodríguez
	Energía
	Mayo.2006
	Archivado
	Julio González (PK),Martha Hidalgo (ID), Guillermo Haro (ID), Luís Villacís (MPD), Víctor Granda (PSE)
	Traición a la patria por el caso Occidental.

	Galo Chiriboga
	Trabajo
	Ene. 2006
	Amenaza
	Xavier Cajilema (MPD)Segundo Serrano (socialista) y Luis Villacís (MPD)
	Violar Constitución y  Ley en aplicación de política salarialdejando sin efecto una resolución del Consejo Nacional de Salarios (Conades), que el decidió elevar el salario básico del sector privado en 30 dólares.

	Felipe Vega
	Gobierno
	Abr.2006
	Amenaza
	Guadalupe Larriva (PSE)
	Violación de derechos constitucionales y abuso en el ejercicio de su cargo, aplicando medidas contra indígenas.

	Diego Borja
	Economía
	Jul.2006
	Amenaza
	Antonio Posso (PK), Julio González.
	

	Rafael Correa 2007-2017

	Ministro
	Ministerio
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	

	Esteban Albornoz
	Ex Electricidad y Energía Renovable
	Ene. 2010
	Archivado
	
	

	Raúl Vallejo
	Ex Educación
	May.2010
	Archivado
	
	

	Javier Ponce
	Defensa
	Feb. 2010
	Archivado
	
	

	Javier Ponce
	Defensa
	Dic. 2010
	Archivo sin sustanciación
	
	

	Jorge Marún
	Transporte y Obras Públicas
	Ene. 2010
	Sin sustanciación
	
	

	David Ortíz
	Obras Públicas
	Feb. 2010
	Archivado
	
	

	David Chiriboga
	Salud Pública
	May. 2011
	Archivado
	
	

	José Serrano
	Interior
	Jun.2011
	Archivado
	
	

	Ximena Ponce
	Inclusión Económica y Social
	Jun.2011
	Archivado
	
	

	Gloria Vidal
	Educación
	Dic. 2011
	Archivado
	
	

	Patricio Rivera
	Finanzas
	May. 2012
	Archivado
	
	

	Ricardo Patiño
	Relaciones Exteriores
	Abr.2010
	Archivado
	
	

	Richard Espinoza
	Ex Relaciones Laborales
	Jun.2012
	Archivado
	
	

	Wilson Pastor
	Recursos naturales no renovables
	Jul.2012
	Archivado
	
	

	Augusto Espinoza
	Educación
	Jul.2016
	Desestimado por Comisión
	
	

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	Fuente: El cuadro (periodo 1979-2007) se construyó en base a datos obtenidos de la revisión exhaustiva de la revista quincenal Vistazo y de los Diarios El Hoy, El Comercio y El Universo, El Mercurio, ecuadorinmediato.com;  búsquedas en línea en la Web del Congreso Nacional y los diarios antes mencionados; así como de la obra de Burbano de Lara, Felipe y Rowland Michel, Pugna de Poderes, Presidencialismo y Partidos en el Ecuador 1979-1997, Proyecto CORDES-Gobernabilidad, Documento de Trabajo No7, Quito, 1998. La información del periodo 2007-2017 se elaboró con información obtenida del Archivo Biblioteca de la Asamblea Nacional del Ecuador.


Anexo2. Muestra de juicios políticos contra Autoridades no pertenecientes al ejecutivo: 1979-2007.
	Nombre
	Cargo
	Mes Año
	Resultado
	Interpelante
	Datos Varios.

	
	
	
	
	
	

	Eustorgio Mendoza 

	Presidente Tribunal Supremo Electoral
	Sept. 1984
	No concluyó
	
	

	Patricio del Pozo Michelena
	Vocal Tribunal Supremo Electoral
	Feb. 1987


	Se declara cesante
y sujeto de sanción
	
	

	Germán Carrión Arciniegas

	Ex Presidente Corte
Suprema Justicia
	Agst.1988
	Absuelto
	Marco Proaño  Maya (PRE)
	Proaño, presentó un pliego de cinco preguntas, en las que acusó al ex magistrado de violaciones a la Constitución en la reorganización de las cortes superiores y la comisión de irregularidades en la administración de justicia.38 votos en contra de la censura: ID-DP-FADI; 17 a favor de la censura: PRE, PSC y CFP. El PSE, MPD, liberal y conservador, se abstuvieron, al igual que un diputado del PSC y otro de CFP.


	
	Ministros de la Corte Suprema de Justicia
	Feb.1994
	Amenaza
	Ricardo Noboa Bejarano
	Por haber destituido al juez tercero de lo penal del Guayas, Tito Pico quien dictó una orden de detención en contra de Elsa Bucaram, en el denominado caso chatarra municipal

	Ricardo Muñoz Chávez
	Superintendente Bancos
	1994
	
	
	

	Fernando Guerrero
	Superintendente Bancos
	Sept. 1990
	Censurado
	
	Haber proferido injurias contra el legislativo, cuando dijo “El Congreso es una vergüenza”. Guerrero, luego de su destitución, sostuvo que no acataría la decisión.

	Miguel Macías Hurtado; Jorge Fantoni Camba y Alejandro Bermúdez.
	Ministros Corte Suprema Justicia
	May 1995
	Censurados
	 Juan José Castelló(MPD)
	Censurados en agosto de 1995 por haber sentenciado a pagar al IESS nueve mil millones de sucres a favor de un contratista que lo demandó por 15 millones de sucres

	Juan Carlos Faidutti
	Contralor General
	Abr 1996.
	Censurado
	Italo Ordóñez (ID)
	Censurado en rebeldía, cconsiderado culpable de aceptar el cargo cuando sabía que estaba impedido de ejercer cualquier función pública por haber sido deudor moroso del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. Censurado en rebeldía con 43 votos a favor de 43 diputados presentes. La mayoría de diputados eran suplentes

	Jorge Egas Peña
	Superintendente Bancos
	Abr. 1999
	Absuelto
	Carlos González  (ID) 
	Acusado de no haber efectuado un control eficaz en el sistema financiero nacional.73 abstenciones de los bloques DP, PSC, PRE y FRA. En contra de la censura votaron 2 socialcristianos y a favor 26 de la ID, Pachakutik, PC, NP y MPD.

	Hugo Ruiz Coral
	Superintendente Telecomunicaciones
	Abr.1999
	Absuelto
	Fernando Rosero (PRE) Napoleón Gómez (PSC)
	Gómez planteó el enjuiciamiento el 16 de julio de 1999, en la administración de Juan José Pons. El legislador acusÓ a Ruiz de no controlar a las empresas privadas que prestan servicios de telecomunicaciones en forma ilegal, causando un millonario perjuicio al Estado..
El JP se cumplió recién en abril de 2002, luego del cual los diputados de los bloques legislativos de Pachakutik, DP, Unión Democrática Independiente (UDI), Movimiento de Integración Nacional (MIN), FRA, PRE, ID y Patria Solidaria expresaron que la exposición del superintendente de Telecomunicaciones fue contundente y que la intervención del diputado acusador no demostró ni probó ninguna irregularidad.

	Milton Alava
	Defensor  Pueblo
	Abr. 1999
	Censurado 
	Dalton Bacigalupo (ID)
	Acusado de haber emitido informe favorable  para la contratación de la empresa Andrade Gutiérrez que llevaría  a efecto la construcción de la carretera Méndez-Morona, situación  que habría provocado un perjuicio de alrededor de 23 millones de  dólares..El 9 de mayo de 2000 el Congreso censuró y destituyó al defensor del Pueblo y ex procurador del Estado, Milton Alava  Ormaza con 79 votos de 90  diputados presentes).

	Juan Falconí Puig
	Superintendente Bancos
	Sept. 2000
	Censurado
	Fernando Rosero (PRE)
	La Democracia Popular se abstuvo. La mayoría de diputados de la Izquierda Democrática votaron a favor de Falconí. Mientras tanto, el  Partido Roldosista Ecuatoriano, Movimiento Popular, Pachakutik y los independientes votaron por la censura. Pero los votos socialcristianos  fueron decisivos para sumar la mayoría de 

71, que destituyó a Falconí. La división se mostró ya durante la votación que dio paso al remplazo del presidente del Congreso Nacional, Hugo Quevedo, de la Presidencia de la última sesión del juicio político.

	Oswaldo Cevallos, Luis Chacon, Carlos Helou, Luis Mantilla, Jaime Veintimilla
	Vocales Tribunal Constitucional
	Nov.2000
	
	Gilberto Talahua (Pkt)
	

	Oswaldo Cevallos, Luis Rojas, Jaime Nogales, Miguel Camba, Rene de la Torre
	Vocales Tribunal Constitucional
	May.2004
	Absueltos
	Luis Villacís (MPD) Antonio Posso (MPD) Marco Proaño Maya (PRE) Segundo Serrano (PSE)
	Solicitud con apoyo de 30 diputados del PRE, Prian, ID, Sociedad Patriótica, Pachakutik y Socialismo violar la Constitución. El TC dejó sin efecto el aumento del decimocuarto sueldo, que aprobó el Congreso y anuló el método D" Hont para la repartición de escaños. Curiosamente estos vocales fueron destituídos por el Congreso mediante resolución, sin embargo posteriormente se les implanto JP peo no se logró su censura mediante al no conseguirse los 51 votos necesarios.Se realizó dos votaciones: la primera, sobre el tema del decimocuarto sueldo y que incluía la censura de René de la Torre, fue apoyada con 20 votos; y la segunda, sobre el Métod D"Hont, sumó 50 votos.

	Alejandro Maldonado
	Superintendente Bancos
	Agst.2005


	Censurado 
	Carlos González (ID) Enrique Ayala (PSE) Ximena Bohorquez (PSP)
	Censurado en rebeldía con 60 votos del PSC, ID, PK, PSP, DP, socialistas, MPD e independientes, por no haber cobrado ni ordenado la recaudación de los créditos vinculados de los bancos que se encontraban cerrados, en saneamiento o en liquidación, como La Previsora, de Préstamos y Popular. Por no haber cobrado ni los llamados ‘vueltos’ a los accionistas de las instituciones financieras. Haberse opuesto a cobrar los créditos vinculados y haber auspiciado al ex liquidador de Filanbanco, Xavier Izurieta, para que entregue  40 millones de dólares al propietario del Banco de los Andes, Guillermo Dueñas.

	Claudio Mueckay
	Defensor Pueblo


	Mar. 2006
	Amenaza
	Ricardo Ulcuango (PKT)Carlos González (ID)
	Por presunto abuso de dineros públicos por el pago de remuneraciones con fondos del Estado.

	
	Vocales Tribunal Constitucional
	Oct. 2006
	Amenaza
	Hugo Ruíz (ID)
	

	Jorge Acosta, René Maugé, Elsa Bucaram  y Hernán Rivadeneira (Socialista)
	Vocales Tribunal Supremo Electoral (TSE)
	Mar.2007
	Amenaza
	Los bloques legislativos PSC, ID, Pkt, DP.
	

	Alfredo Vergara 
	Superintendente Bancos
	May.2007
	Absuelto
	Jhon Argudo (ID) Gustavo Terán (MPD)
	Por no salvaguardar la autonomía del organismo al permitir que el Ejecutivo imponga a un quinto miembro en el Directorio de la Junta Bancaria. Por supuestas violaciones a la Ley General del Sistema Financiero, al declarar que la banca atravesaba una crisis de liquidez. Por no tomar medidas para reducir las tasas de interés, comisiones y otros servicios que ofrecen las instituciones bancarias

Aunque los legisladores aún  no han escuchado al interpelado, las bancadas de la ID (7), RED (6), PRE (6), Pachakutik (6), MPD (3), Dignidad Nacional (23), Socialista (1), ARE (1) y tres independientes se pronuncian por su censura. En contra están    el PSC, Prian, UDC y PSP. “La censura y destitución es hacerle el juego al Gobierno. Él pensó tener un Superintendente de Bancos y ahora que no le es útil procura su destitución”, aseguró Clemente Vásquez, del PSC. Para aprobar la moción de censura y destitución se requieren por lo menos 51 votos a favor.

	Jorge German
	Fiscal General
	Jun. 2007
	Amenaza
	Salvador Quishpe (Ptk)
	

	Francisco Arellano
	Superintendente Compañías
	Abr. 2008
	Amenaza
	César Rohón (PSC)
	

	Antonio García
	Presidente del Consejo Nacional de Radio y Televisión
	Jul.2009
	Amenaza
	María Paula Romo (PAIS)
	


Fuente: Elaboración propia a partir de datos de los Diario El Hoy, El Comercio, El Telégrafo y El Tiempo (Colombia)
� El JP como potencial fuente de inestabilidad parte del hecho de que pueda ser usado indiscriminadamente poniendo en zozobra el normal desempeño de las instituciones y autoridades controladas.


� Este mandato se mantuvo hasta 1998. Nótese que en este caso se amplía el espectro de autoridades sujetas a control por parte del legislativo, pues la categoría “poder público” implica un ámbito institucional que sobrepasa a la función ejecutiva y se proyecta a otras esferas de la burocracia pública estatal


�El Tribunal Fiscal y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo fueron suprimidos  por las reformas constitucionales del 23 de diciembre de 1992, en su lugar se crearon los Tribunales Distritales de lo Fiscal y de lo Contencioso Administrativo.


� El inc. 2 Art. 87 de la Constitución de 1979 establecía: Deja de ser Ministro quien hubiere sido sancionado por la Cámara Nacional de Representantes, y no puede ser designado nuevamente dentro del mismo período presidencial.


� En todo caso, se hará una breve mención a datos que dicen relación con JP que se han llevado adelante en el Ecuador sobre autoridades no pertenecientes a la función ejecutiva (Ver anexo 2).


� Evidentemente existen diferencias, entre los países, en la forma de ejecutar un JP, así como, en el tipo de autoridades que pueden ser controladas. 


� A pesar de que las autoridades públicas antes mencionadas fundan su poder en fuentes determinadas, sin embargo, pueden ser removidas de sus cargos por un órgano que no los invistió de poder; en éste caso, el legislativo. Además, en cuanto a los regímenes presidencialistas como el ecuatoriano, se debe hacer hincapié en el hecho de que tanto fiscalizador (función legislativa) como fiscalizado (función ejecutiva), gozan de una fuente de legitimidad propia, pues a diferencia de los regímenes parlamentarios, cada función es elegida por la ciudadanía mediante votación popular.


� La esencia de dicho modelo construido por los ‘padres fundadores’ de los Estados Unidos de Norteamérica dice relación con el mutuo control ejecutado del  ejecutivo frente al legislativo con la finalidad de evitar acumulación de poder en un solo sector y la potencial arbitrariedad en su uso.


� Los poderes institucionales que la normativa ecuatoriana ha establecido para el legislativo como interviniente en la designación de las autoridades antes mencionadas, pueden explicar por qué unas autoridades han sido sujeto de mayor número de JP que otras. Las autoridades con potestades jurisdiccionales, así como, aquellas con potestad de control, tradicionalmente han sido designadas con la anuencia del legislativo, es decir, han sido necesarios acuerdos previos dentro del legislativo ecuatoriano para proceder a su nombramiento; así: según la Constitución de 1979, el Congreso nombraba al Contralor General, al Procurador General y a los Superintendentes de Bancos y Compañías, a base de las ternas enviadas por el Presidente de la República (Art. 59 lit j); así mismo, los magistrados de la Corte Suprema, del Tribunal Fiscal y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, eran designados por la Cámara Nacional de Representantes(Art. 101). Por su parte, tres de los nueve integrantes del Tribunal de Garantías Constitucionales eran elegidos por la Cámara Nacional de Representantes (Art. 140).


 Con las reformas constitucionales de 1983 se mantiene lo anterior y se estableció que el Ministro Fiscal lo miembros del Tribunal Supremo Electoral, sean elegidos por el Congreso Nacional (Arts. 59 y 109), además el Tribunal de Garantías Constitucionales era designado por el Congreso Nacional de ternas enviadas por diferentes organismos (Art. 140).  Luego con las reformas de 1992, se mantuvo como sujetos de designación del legislativo las autoridades antes mencionadas, aunque, se efectuaron los siguientes cambios: se eliminan como sujetos de designación a los ministros del Tribunal Fiscal y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo; además se crea la figura del Defensor del Pueblo quien es designado por el Congreso. Por último en la Constitución de 1998 se mantuvieron prácticamente las autoridades antes mencionadas(Arts. 130; 171 num.11 y Art. 218) Por el contrario, eso no sucedió con las autoridades pertenecientes al ejecutivo las cuales han ejercitado un poder cuyo origen no dice relación de ningún tipo con el legislativo, debido a que el presidente y vicepresidente de la República han sido electos mediante procesos electorales y los ministros designados por aquellos, es decir, por los titulares del ejecutivo. Esto quizá explica de manera general, la rivalidad tradicional que ha existido entre la función legislativa y la ejecutiva y particularmente el rol jugado por los ministros de Estado, quienes se han vueltos en sujetos a controlar de manera indefectible por parte del legislativo, al no existir acuerdos que los estrechen mutuamente al momento de su designación, a diferencia de lo que ha sucedido con otras autoridades como Procurador, Contralor, Superintendentes, Miembros del Tribunal Constitucional etc.


Por su parte, en lo relativo al JP a ministros de Estado, operó un cambio importante que se evidencia de la comparación entre la Constitución de 1979 y la de 1998. Según la Constitución de 1979 la censura implicaba la destitución inmediata, en cambio, según la Constitución de 1998, la censura no implicaba la destitución inmediata, sino que ésta quedaba a criterio del titular del ejecutivo.


� Para entender de mejor manera la teoría de los sistemas de partidos en general y la realidad latinoamericana, ver: Giovanni  Sartori (2003); así como, Scott Mainwaring; Timothy Scully (1995).


� Pachano enseña que desde 1983 se han reformado además de la Constitución, las leyes que regulan a las elecciones, los partidos políticos, la estructura y funcionamiento del Congreso; introduciendo cambios en la dinámica de los partidos y las elecciones (2007:135); por lo tanto a lo largo del período 1979-2007, el sistema de partidos ecuatoriano ha sufrido diversas reformas, las que han debilitado a los partidos políticos. Como consecuencia de la Consulta convocada por el Gobierno de Durán Ballén se produjo la presencia de los ‘independientes’ que ante la falta de mayorías o partidos fuertes que se desempeñen como actores políticos colectivos, adquirieron gran poder de negociación individual, siendo imprescindibles, junto con bancadas pequeñas para lograr acuerdos políticos; cuestión que explica porque, los partidos políticos en el Ecuador no han sido capaces de controlar a sus bloques legislativos (Sánchez, 2008: 43)


� El elevado número de amenazas de JP evidencian la concepción utilitaria de este instrumento usado para “infundir miedo”, hecho que se explica si se considera la tradición caudillista y personalista de los propios diputados, la necesidad de evidenciar un buen desempeño ante sus electores legislando y fiscalizando (Sánchez, 2008: 66, 73).


� La debilidad del ejecutivo en el legislativo, se explica por el tradicional fraccionamiento político en el Congreso, cuestión que ha implicado la existencia de bloques pequeños de diputados, quienes en la dinámica del JP jugarón un papel central debido a que sus votos han inclinado la balanza hacia uno de los intereses en juego (Sánchez, 2008: 63). Por eso, los mecanismos de control político y fiscalización como el JP, fueron el medio a través de los cuales los legisladores desde el legislativo, envíaban un mensaje al electorado haciéndoles ‘saber’ que no son responsables de los desaciertos del Gobierno y que, por lo tanto, son aptos para relevar en el mando a quienes son sujetos de  fiscalización


� Los JP catalogados como archivados, son aquellos por lo general iniciaron en su trámite, más no se continuó en su conocimiento.


�Alza en los precios de los combustibles.El ministro renunció y luego fue censurado.





�De 192 amenazas de JP a ministros en 20 años, solo se han cumplido 43 juicios e interpelaciones (un 22.3%); y de estos últimos solo 15 fueron censurados (El Hoy 15.01.1998) 
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